TEMA: TREINTA Y SEIS. REGISTROS.
LAS UNIDADES MÍNIMAS DE CULTIVO. LA CONCENTRACIÓN         PARCELARIA: REQUISITOS. PROCEDIMIENTOS, EFECTOS,          CONSERVACIÓN E IMPUGNACIÓN.
I.
LAS UNIDADES MÍNIMAS DE CULTIVO

El Derecho agrario, como destaca SEBASTIÁN MARTIN RETORTILLO, incide fundamentalmente en tres sectores: la ordenación del territorio, la empresa y la propiedad.

- La ordenación del territorio se lleva a cabo a través de la delimitación de las unidades mínimas de cultivo y la concentración parcelaria, para evitar el minifundismo, que  supone la dispersión de fincas objeto de una misma explotación.

- La incidencia en la empresa agrícola, se realiza promocionando explotaciones asociativas o interviniendo en el mercado a través de determinados órganos.

- Por último, el Derecho Agrario incide en el estatuto de la propiedad rústica, dada la función social que a la misma se atribuye.


Siendo objeto de análisis en el tema anterior esta dos últimas cuestiones, en el presente tema nos centraremos en el primero de estos aspectos.


La materia viene regulada en los Artículos 23 y siguientes de la Ley de                          Modernización de las Explotaciones Agrarias, de 4 VII 1995. 
Dicha Ley deroga los Artículos 43 a 48 de la LRDA que con anterioridad      venían regulando la materia.
De acuerdo con la D. Adic 2ª de la Ley, el Art 23 es legislación básica, y los Arts 24 a 28 son de aplicación plena en todo el territorio nacional, en virtud de la competencia exclusiva del Estado sobre legislación civil (Art 149.1.8ª CE), salvo en aquellas CCAA con legislación civil foral o especial que hayan dictado sus propias normas en la materia. En todo caso, estos preceptos serán de aplicación supletoria en tales territorios (Art 149.3 CE).

Concepto de unidad mínima de cultivo

Se entiende por unidad mínima de cultivo la superficie suficiente que ha de tener una finca rústica para que las labores fundamentales de su cultivo, utilizando los medios normales y técnicos de producción, puedan llevarse a cabo con un                rendimiento satisfactorio, teniendo en cuenta las características socioeconómicas de la agricultura en la comarca o zona (Artículo 23.1).

Naturaleza

Esta institución no es otra cosa que una limitación a la facultad de                         disposición establecida por motivos económicos y de productividad.


La determinación concreta de esa extensión mínima se atribuye a las                                  distintas Comunidades Autónomas, que la fijarán para secano y regadío en los          diversos municipios, zonas o comarcas de su ámbito territorial (Art 23.2).
Para las CCAA que no la han fijado, se discute si rige o no la legislación                complementaria de la LRDA (formada, a estos efectos, por la Orden Ministerial de Justicia y Agricultura de 27 de mayo de 1958), donde se fijan las superficies mínimas para cada uno de los términos municipales de las provincias españolas. El TS se ha pronunciado contradictoriamente; a favor de su aplicabilidad en una sentencia de 1986, y en contra en dos sentencias de 1980 y 1990. La doctrina se halla igualmente dividida. Buenaventura y Pedro Romero consideran derogada la Orden de 1958. En cambio, la consideran vigente Peña, Bernardo de Quirós y Ballarín Marcial, entre otros.
La Circular de la Junta de Decanos de los Colegios Notariales de 24 de octubre de 1995 llega a la conclusión de que, aunque después de la entrada en vigor de la LMEA de 1995 sea dudoso, puede mantenerse que en aquellas CCAA que aún no hayan fijado las unidades mínimas de cultivo en su ámbito territorial, tiene eficacia la Orden de 1958, por la aplicación supletoria del Derecho Estatal a tenor de lo dispuesto en el Art. 149, in fine, de la Constitución.

Lo que no sería admisible es una actualización estatal de las unidades mínimas de cultivo para aquellas provincias cuyas CCAA no hubieran fijado las mismas. Una cosa es la vigencia del Derecho Estatal preexistente como Derecho supletorio ante la inactividad de las CCAA y otra cosa es que el Estado pueda regular “ex novo” una materia cuya competencia es de las CCAA (así resulta de la aplicación de los criterios de la STC 20 de marzo de 1997, dictada en materia urbanística, e igualmente aplicable a este ámbito).


Por otro lado, tratándose de fincas procedentes de concentración parcelaria, no se plantea este problema, pues para cada zona se fija esa unidad, que como tal figura en los títulos de concentración y en las inscripciones de las fincas, apareciendo claramente si dicha finca concentrada es o no indivisible.

Efectos.

Régimen de indivisibilidad. La Ley establece un régimen de                        indivisibilidad de las fincas rústicas, decretando la nulidad absoluta de aquellos actos que den lugar a parcelas de extensión inferior a la unidad mínima de             cultivo.

El Artículo 24 de la nueva Ley dispone que la división o segregación de una finca rústica sólo será válida cuando no de lugar a parcelas de extensión inferior a la unidad mínima de cultivo.

Serán nulos y no producirán efecto inter partes ni respecto de terceros, los     actos o negocios jurídicos, sean o no de origen voluntario, por cuya virtud se      produzca la división o segregación de las fincas rústicas cuando resulten parcelas inferiores a la unidad mínima de cultivo.


Dicho precepto suscita los siguientes comentarios:


1. La Ley establece la sanción de nulidad de los referidos actos. 

Con ello se aparta del criterio que seguía la LRDA de 1973 que se limitaba a reconocer un derecho de adquisición preferente a los titulares de predios colindantes con la parcela que resultase de cabida inferior a la unidad mínima de cultivo.
Dada esta nulidad, parece que la calificación registral de los actos de división o segregación que contradigan tales disposiciones debería ser denegatoria. 

Sin embargo, el Art. 80 RD 4 de julio de 1997 prevé un desplazamiento a la Administración de la calificación de la nulidad del acto:

-
Cuando se trate de actos de división o segregación que den lugar a parcelas inferiores a la UMC, los registradores remitirán copia de los documentos presentados a la Administración.

-
Si la Administración adoptase el acuerdo pertinente sobre la nulidad del acto o apreciación de las excepciones legales, remitirá al Registrador certificación del contenido de la resolución recaída.

-
Transcurridos cuatro meses desde la remisión o si la Administración aprecia la existencia de alguna excepción, el Registrador practicará los asientos solicitados.

-
Si la resolución declarase la nulidad de la división o segregación, el Registrador denegará la inscripción.

-
Si dicha resolución fuese objeto de recurso C-A, el titular podrá solicitar anotación preventiva.

La interpretación de este precepto ha sido debatida, y así, mientras que algunos autores, como ARNAIZ ENGUREN, entienden que este precepto es de aplicación general, otros, como GARCÍA GARCÍA, entienden que solo será cuando del título resulte la posible aplicación de alguna de las excepciones del art. 25 (que luego veremos).
En la doctrina es discutido si la norma estatal que establece la nulidad de los negocios jurídicos de fraccionamiento de las fincas inferiores a las unidades mínimas de cultivo puede ser modificada por las normas de las CCAA. Se puede defender que estas sólo pueden determinar la extensión de las unidades mínimas, pero que dada la competencia exclusiva del Estado en materia de Derecho Civil, los efectos de la contravención señalados en el Art. 24, es decir, la nulidad radical y absoluta, serán aplicable en todo caso. Incluso en aquellos en los que las normas      autonómicas se hubiese remitido a los preceptos de la LRDA, pues tal remisión ha de entenderse que ha quedado sin efecto por la derogación expresa que hace la Ley de 1995 de los efectos permisivos de la anterior normativa.


2. Es indiferente que los actos de división o segregación tengan un origen voluntario o forzoso. 
Por lo que se refiere a la partición de herencia dispone el Artículo 24.3 que                 deberá realizarse teniendo en cuenta la unidad mínima de cultivo, aun en contra de lo dispuesto por el testador, aplicando las reglas del Código Civil sobre las cosas indivisibles por naturaleza o por ley y sobre la adjudicación de las mismas a falta de voluntad expresa del testador o de convenio entre los herederos.

2. Excepciones a la indivisibilidad. Solo se admiten en el Art. 25, las ss: 


a) Si se trata de cualquier clase de disposición en favor de propietarios de fincas colindantes, siempre que como consecuencia de la división o segregación, tanto la finca que se divide o segrega como la colindante, no resulte de extensión inferior a la unidad mínima de cultivo.


b) Si la porción segregada se destina de modo efectivo, dentro del año                        siguiente, a cualquier tipo de edificación o construcción permanente, a fines                 industriales o a otros de carácter no agrario, siempre que se haya obtenido la                 licencia prevista en la legislación urbanística y posteriormente se acredite la                            finalización de la edificación o construcción, en el plazo que se establezca en la                          correspondiente licencia, de conformidad con dicha legislación.


Este supuesto, dice REGÚLEZ DÍAZ, desde el punto de vista notarial y        registral, está insuficientemente regulado. En principio parece, dada la literalidad del precepto, que el Notario podrá autorizar y el Registrador inscribir con la sola declaración del otorgante que va a destinar la finca segregada a los fines y en los plazos que se prevén. Sin embargo, de acuerdo con una interpretación acorde con el espíritu del precepto, puede sostenerse que, tanto la Escritura como la inscripción de la porción segregada con aquella finalidad, han de entenderse sujetas a la condición suspensiva de que realmente se cumplan los fines en los plazos legalmente previstos, por exigencia del principio de seguridad jurídica.


Dispone igualmente la Ley que “A los efectos del –ahora- Art 13.2 TRLS 2008, no se entenderá vulnerada la legislación agraria cuando la transmisión de la propiedad, división o segregación, esté destinada a cualquier tipo de edificación o construcción permanente, a fines industriales o a otros de carácter no agrario”. El aludido precepto indica que “Están prohibidas las parcelaciones urbanísticas de los terrenos en el suelo rural, salvo los que hayan sido incluidos en el ámbito de una actuación de urbanización en la forma que determine la legislación de ordenación territorial y urbanística (es decir, la legislación autonómica)”.

c) Si es consecuencia del ejercicio del derecho de acceso a la propiedad establecido en la legislación especial de arrendamientos rústicos. Ello podrá dar lugar a fraude en el caso de arrendamiento de una finca sólo a este fin.


d) Si se produce por causa de expropiación forzosa, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Expropiación Forzosa.

Inscripción de fincas rústicas en el RP.

Como medida igualmente encaminada a la protección de las unidades         mínimas de cultivo, el artículo 26 establece que "en toda inscripción de finca            rústica en el Registro de la Propiedad se expresará si es de secano o                       regadío, su extensión superficial y que sólo puede ser susceptible de división o                             segregación respetando la extensión de la unidad mínima de cultivo, de acuerdo con lo establecido en el presente Título. 

La inexactitud de aquellos datos no puede favorecer a la parte que ocasionó la falsedad ni enervar los derechos establecidos en este Título, sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 34 de la Ley Hipotecaria".

Finalmente cabe aludir al especial derecho de retracto que regula el Art 27 LMEA. Tiene por objeto propiciar el aumento de la extensión de las explotaciones prioritarias y solamente en  beneficio de ellas.

 Según el Artículo 27, "tendrán este derecho los propietarios de fincas                           colindantes que sean titulares de explotaciones prioritarias, cuando se trate de la venta de una finca rústica de superficie inferior al doble de la unidad mínima de cultivo.

Si fueren varios colindantes, será preferido el dueño de la finca que con la adquisición iguale o supere la extensión de la unidad mínima de cultivo. 

Si más de un colindante cumple esta condición tendrá preferencia el dueño de la finca de menor extensión.

Cuando ninguna de las fincas colindantes iguale o supere, como                                   consecuencia de la adquisición, la unidad mínima de cultivo, será preferido el dueño de la finca de mayor extensión.

El plazo para ejercitar este derecho de retracto será el de un año contado desde la inscripción en el Registro de la Propiedad, salvo que antes se notifique        fehacientemente a los propietarios de las fincas colindantes la venta de la finca, en cuyo caso el plazo será de sesenta días contados desde la notificación.

Prohibición de enajenar. El propietario colindante que ejercite el derecho de            retracto no podrá enajenar la finca retraída durante el plazo de seis años, a        contar desde su adquisición".

Colisión entre retractos. Como es sabido, el Artículo 1.523 CC establece un derecho de retracto en favor de "los propietarios de las tierras colindantes cuando se trate de la venta de una finca rústica cuya cabida no exceda de una hectárea".

El conflicto entre las dos clases de retracto se da cuando se vende una finca de superficie igual o inferior a una hectárea y, a la vez, inferior al doble de la unidad                                       mínima de cultivo, que linda con dos fincas rústica, una integrada en explotación                   prioritaria, y otra no. ¿Que titular será preferido? Parece razonable que lo sea el           titular de la explotación prioritaria, especialmente protegida por la Ley. Además, es principio general del derecho, que la norma especial prevalece frente a la general.

II CONCENTRACIÓN PARCELARIA: REQUISITOS PROCEDIMIENTOS, EFECTOS, CONSERVACIÓN E IMPUGNACIÓN.
INTRO. Es evidente que los minifundios (que surgen muchas veces de la fragmentación de la tierra que originan las ventas y herencias sucesivas) suponen una fuerte limitación a la introducción de modernas técnicas de cultivo que hagan viable económicamente la explotación de las fincas rústicas. Pues bien, la concentración parcelaria constituye un medio corrector de dicha fragmentación.

En su esquema más elemental la concentración parcelaria consiste en convertir las diversas fincas de cada propietario dentro de una zona, en una sola       finca, susceptible de explotación adecuada y rentable, equivalente a todas las          antiguas y que su propietarios reciben en lugar de aquéllas.
Sobre esta base, define ROCA SASTRE la concentración parcelaria como una institución de derecho agrario, que tiene como finalidad la constitución de        explotaciones de estructura y dimensiones adecuadas, por razones de utilidad            pública, en las zonas donde el parcelamiento de la propiedad rústica reviste            caracteres de acusada gravedad.


Naturaleza jurídica.

Algunos autores han defendido que la concentración parcelaria cabe dentro del concepto amplio de la institución expropiatoria diseñada por la LEF, aunque caracterizada de forma especial pro razón de los órganos competentes,                  procedimiento y pago in natura. Sin embargo, la mayoría rechaza que pueda        hablarse de expropiación forzosa dado que coinciden expropiado y beneficiario.


ROCAS SASTRE caracteriza la concentración parcelaria por las ss notas:

1- Se trata de una actividad de la Administración.


2- Está dirigida a la consecución del objetivo de terminar con los males de la dispersión parcelaria de la propiedad rústica.


3- Constituye una subrogación real forzosa e integral, ya que:


1.- Los derechos recayentes sobre las fincas de procedencia pasan a hacerse efectivos sobre las fincas de reemplazo, sin más alteración que la que ocasione el cambio de situación de hecho que repercuta, por ejemplo, en las servidumbres          prediales.

2.- Y que, una vez acordada es obligatoria para todos los titulares de fincas y derechos reales afectados.

Legislación aplicable. 


Actualmente es de aplicación el TRLRyDA de 12 de enero de 1973(arts 171 y ss), sin perjuicio de la aplicación preferente de las normas autonómicas cuando se trate de CCAA que hayan legislado en esta materia.


Fines:

El artículo 173 de la LRDA atribuye a la concentración parcelaria las                          siguientes finalidades:


1.- Adjudicar a cada propietario, en coto redondo, o en el menor número                            posible de fincas de reemplazo, una superficie de la misma clase de cultivo y valor que la que antes poseía.

           2.- Adjudicar contiguas las fincas que constituyan una misma explotación, aunque pertenezcan a diversos propietarios.


3.- Suprimir las explotaciones que resulten antieconómicas o aumentar en lo posible, su superficie.


4.- Emplazar las nuevas fincas en el lugar más adecuado para su explotación, habida cuenta la situación de la casa de labor, la vivienda del interesado o su finca más importante.


5.- Dar a las nuevas fincas acceso directo a las vías de comunicación, para lo cual se modificarán o crearán los caminos precisos.

Requisitos, procedimientos y efectos. Cabe distinguir el procedimiento      ordinario, por expropiación forzosa y el procedimiento especial de carácter privado.

1. Procedimiento ordinario.

Requisitos subjetivos. Inicio

El procedimiento de concentración parcelaria puede iniciarse a petición de la mayoría de los propietarios de la zona o de un número de ellos a quienes                  pertenezcan las ¾ partes del territorio a concentrar. Este porcentaje queda reducido al 50% cuando los propietarios que lo soliciten se comprometan a explotar sus tierras de manera colectiva.

El Ministerio de Agricultura puede, asimismo, promover la concentración parcelaria:

· Cuando la dispersión parcelaria se ofrezca con acusados caracteres de         gravedad en una zona determinada.

· Cuando a través del IRYDA lo insten el Catastro, los Ayuntamientos o las Cámaras Agrarias correspondientes.

Requisitos objetivos. 
RD de ordenación. La realización de las operaciones en que consiste la        concentración parcelaria requiere Decreto del Consejo de Ministro a propuesta de Ministro de Agricultura y previo informe del IRYDA. 
Este Decreto aprobando la concentración contendrá: la declaración de        utilidad pública, la urgencia de la concentración parcelaria de la zona de que se trate y la determinación del perímetro de la zona a concentrar.

- Los dos momentos fundamentales son:
 1) Las Bases de la concentración dictadas por el IRYDA u organismo que haya asumido sus funciones.
 2) El acta de reorganización de la propiedad.


a) Las Bases de la concentración. Constituyen la declaración oficial de los derechos reales afectados, con expresión de su titular y de la extensión y tipo de tierra sobre que recaen. En esta fase:

- Se procede a la investigación de la propiedad, partiéndose, además de la situación de hecho de las fincas y de los datos del Catastro y del Registro de la      Propiedad, de las declaraciones de los interesados, quienes han de presentar los     títulos públicos y privados en los que funden sus derechos. A falta de títulos, se declarará el dominio a favor de quienes posean en concepto de dueño (Art 191).

- Se comunica la iniciación de la concentración al Registro de la             Propiedad, Delegación de Hacienda, Diputación, Ayuntamientos, Confederación de Cajas de Ahorros, etc, a efectos de investigar la existencia de hipotecas u otros    derechos reales. Art. 207.

- Se elaboran las Bases, lo cual corresponde a las Comisiones Locales de Concentración Parcelaria.
La comisión Local esta formada por (Art 16): 


· Presidente: Juez de Primera Instancia.


· Vicepresidente: Jefe Provincial del IRYDA.


· Vocales:  Notario de la zona o del distrito a quien  por turno corresponda, Registrador de la Propiedad, Ingeniero del Instituto, Alcalde y tres representantes de los particulares que aporten sus fincas a la concentración. Aunque en las CCAA ya se regula esta composición de forma más técnica, sin que formen parte de ella ni el registrador, ni el Notario ni el Juez.

- Las bases provisionales, serán objeto de publicación, pudiendo los        interesados formular las alegaciones que tengan por conveniente.

Formuladas y resueltas las alegaciones, se aprobarán las bases definitivas.

- Las bases determinarán el perímetro a concentrar; la clasificación de     tierras y fijación de coeficientes de compensación; la declaración de dominio de las      parcelas y la relación de gravámenes.

En las Bases -y, después, en el Acta de reorganización de la propiedad - se                respetan tanto las situaciones registrales como las situaciones posesorias, tal y como están en la realidad y aunque sean contradictorias entre sí. No se interrumpe, por tanto, la prescripción que se estuviese ganando sobre la finca de procedencia.


b) El acta de reorganización de la propiedad. 

- Preparación del Proyecto de concentración. Corresponde al IRYDA una vez firmes las bases. 


El Proyecto constará de un plano que refleje la nueva distribución de la    propiedad, de una relación de propietarios en la que, con referencia al plano, se     indiquen las fincas que en un principio se asignan a cada uno, y de otra relación de las servidumbres prediales que, en su caso, hayan de establecerse.

- El Proyecto de concentración se somete a un periodo de encuesta       pudiendo los interesados formular las alegaciones que tengan por conveniente.


- Aprobación por el Instituto del Proyecto de concentración, con las     modificaciones que resulten de las alegaciones de los interesados. 

- Publicación. Las bases definitivas y el acuerdo del Instituto aprobando el       Proyecto, se publicarán en el BOP, y por tres días en el tablón de anuncios del Ayuntamiento y en el de la Entidad Local, con la advertencia de que los               documentos estarán expuestos durante 30 días, en los que se podrá recurrir en        alzada ante el M. de Agricultura, y agotada la vía administrativa recurso C-A.

- Ejecución provisional. Transcurrido este plazo, el Instituto, siempre que el número de recursos presentados no exceda del 4% del número total de propietarios, podrá dar posesión provisional de las nuevas fincas, sin perjuicio de las                 rectificaciones que procedan como consecuencia de las que prosperen. 

La ejecución podrá hacerse, previo apercibimiento personal por escrito,      mediante compulsión directa.
- Aprobación del Acta de reorganización de la propiedad. Se realizará por el instituto, una vez resueltos los recursos y relacionarán y describirá las fincas de reemplazo, con las circunstancias  necesarias para su inscripción de en el RP.

- Protocolización e inscripción. El Acta de Reorganización de la propiedad se protocolizará mediante Acta, por el Notario que haya formado parte de la       Comisión Local, expidiéndose tantas copias notariales parciales como fincas de reemplazo haya, que servirán de  título de dominio a los partícipes en la concentración y para su  consiguiente e inexcusable inscripción en el RP (Arts. 222 y 223). Inscripción a la que luego nos referiremos.

Efectos. Hay que distinguir efectos que se producen durante la sustanciación del expediente y los que derivan del Acta de reorganización.


A.- Durante la sustanciación del expediente (arts 225 a 229): 

a) Decretada la concentración, ésta será obligatoria para todos los               propietarios de fincas afectadas y para los titulares de derechos reales y situaciones jurídicas existentes sobre ellas.

b) El instituto puede ocupar temporalmente los terrenos que necesite, previa indemnización.

c) Las mejoras realizadas en las parcelas de procedencia, después de           declarada la concentración, sólo se tendrán en cuenta si las hubiere autorizado el Instituto.

c) Los propietarios y cultivadores están obligados a cuidar y cultivar las        tierras con la diligencia propia de un buen padre de familia, sometiéndose a los      planes de cultivo que, en su caso, imponga el IRYDA.

e) La inclusión de una finca en la concentración da lugar, mientras se tramita el procedimiento, a la extinción del retracto de colindantes, del derecho de permuta forzosa y demás derechos de adquisición otorgados por las Leyes.

B. Una vez firme el Acta de reorganización.

En relación con los derechos declarados en las bases :
 
1.- El dominio y demás derechos reales sobre las fincas de procedencia                            recaerán inalterados sobre las fincas de reemplazo.


2.- No obstante, las servidumbres prediales se extinguirán, serán                              conservadas, modificadas o creadas de acuerdo con las exigencias de la nueva           ordenación de la propiedad.


3.- Los arrendatarios y aparceros tendrán derecho a la rescisión de sus                               contratos, sin pagar indemnización, en el caso de que no les conviniere la finca de                               reemplazo en la que deberían instalarse.


4.- Las comunidades de bienes pueden quedar disueltas.


En relación con los derechos y situaciones no tenidos en cuenta en las bases, ni, por tanto, en el Acta de reorganización.


En principio, solo podrán hacerse efectivos, por la vía judicial ordinaria,                           sobre las fincas de reemplazo adjudicadas a quien en las Bases apareciera como           titular de las parcelas de procedencia gravadas con tales derechos o situaciones.

Si se trata de situaciones registrales es decir, de los asientos del Registro de la Propiedad relativos a una parcela de procedencia, pueden hacerse efectivas sobre las fincas de reemplazo en un procedimiento especial simplificado.


En uno y otro caso, quedan a salvo los derechos de tercero protegido por la fe pública registral; y entonces, si por la protección otorgada al tercero, no           puede hacerse la traslación, el titular de los derechos y situaciones puede pedir                         indemnización al IRYDA u organismo que le sustituya.

No obstante, hay que tener en cuenta que “las inscripciones resultantes de la concentración parcelaria no surtirán efecto respecto de tercero hasta               transcurridos noventa días naturales a contar desde el siguiente a la práctica del asiento de inscripción, en el que se hará constar esta circunstancia”. En consecuencia, el tercero que adquiera una finca de reemplazo dentro de dichos noventa días, aunque reúna todos los requisitos del Artículo 34  L.H., no resultaría protegido por dicho precepto hasta el transcurso del mencionado plazo (Art. 235.1).
        Los demás aspectos registrales de la Concentración se estudian en Hipotecario.


2. Procedimiento por expropiación forzosa.


Está previsto para aquellas zonas en las que el problema social creado por la excesiva división de la tierra sea particularmente grave y siempre que, después de la redistribución de la propiedad, ningún cultivador directo resulte compelido a        abandonar la tierra u obtenga otras de menor valor que las que anteriormente           cultivaba.


En estos casos el Gobierno, procediendo únicamente de oficio, podrá            expropiar las tierras para proceder a la nueva distribución de la propiedad en la       comarca correspondiente (art 174).

3. Procedimiento especial de carácter privado.


La LRDA prevé este procedimiento cuando un mínimo de tres propietarios lo soliciten. El Instituto, si fuere conveniente para la economía nacional, podrá        autorizar por sí, la concentración de carácter privado de las parcelas que                   voluntariamente se aporten con este objeto. 

Ello origina ciertos beneficios fiscales legalmente establecidos.

Si así se solicita, puede autorizarse la concentración sin necesidad de         publicaciones, pero en tal caso, los derechos reales y situaciones jurídicas que       recaigan sobre las parcelas de procedencia sólo se trasladarán a las fincas de         reemplazo cuando los titulares de tales derechos y situaciones consintieran             expresamente el traslado (Art 240).

Conservación. Régimen de la propiedad reorganizada. 

Para que los grandes esfuerzos de la concentración no sean estériles se toman una serie de medidas:

· Inscripción obligatoria de los actos posteriores (Arts. 235 y 236). Los actos y contratos de trascendencia real que recaigan sobre fincas de reemplazo o derechos reales sobre ellas, deben inscribirse inexcusablemente en el Registro, acompañados de la cédula parcelaria catastral y del plano de la finca incorporada al título de concentración. El Notario debe remitir copia auténtica de tales documentos al Registro.


Los documentos no inscritos, no se admitirán en Juzgados, Tribunales ni       Organismos Públicos no producirán alteración contributiva.


· Coordinación del Registro con el Catastro (Art. 237). Para lograrla, la                    Administración actuante remite de oficio al Catastro Topográfico Parcelario y al      Catastro de Rústica una copia de los planos de la zona concentrada; y a su vez éstos rectifican los planos catastrales del municipio y los remiten al Registro.
Impugnación. Se aplica LRJAP-PAC 26  XI 1992, modificada por Ley de 13 I 1999. Debe distinguirse:
· De oficio. Por la Autoridad pública a la que corresponda su ejecución.
· Por recursos
Sujetos. Podrán interponerlos
- Los titulares de un interés legítimo
- Los que tengan un derecho subjetivo.
Objeto. Podrán impugnarse los acuerdos de concentración:
- Que infrinjan las formalidades de publicación y elaboración.
- Que no se ajusten a las bases de la concentración
Forma.
- En alzada ante el IRYDA  u organismo equivalente, cuando se             impugnen actos de las Comisiones Locales. Plazo: 15 días desde la notificación.
- En alzada ante el Ministerio de Agricultura, si se trata de Resoluciones        del Instituto. Plazo 15 días.
- Agotada la vía administrativa podrá interponerse recurso C.A.
Sólo será admisible 
· Por vicio sustancial en el procedimiento
· Por  lesión en la apreciación del valor de las fincas que exceda de la sexta parte del valor de las aportadas por el recurrente
En todos los casos, el fallo se ejecutará en lo posible, de modo que no                               perjudique la concentración
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